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RESOI.ÜCIÓN FINAL

I, INTERVIMEN IT S

Denunciante PresidenGda de la Defensoria dei Consumidor en adelante la

Presidencia

Proveedora denunciada; Fraiici.sca Guevara Santos.

O. ANTECEDENTES HECHOS DENL'N'CIADOS

La Presidencia expuso, en sínfesi.s. que en ei ejercicio de la potestad conferida en el art. 58 literal

b) y f) de la LPC, el día cinco de octubre del año do.s mil veintitrés el Gobierno de El Salvador por

medio de está Defenseria activo operativos de insfección a nivel nacional para prevenir el alza

injustificada y especulaciones de precios de los productos de consumo alimenticios como verduras,

frutas y hortalizas ante el bloqueo intem,o que se registró en las vías de comunicación teiTestre de ia

República de Guatemala, para lo cual se realizó el requerimiento de información a la proveedora

FraiiGisca Guevara Santos, propietaria del establecimiento identificadQ como; "Guevara", ubicado

en ■ . municipio y

departamentG de San Miguel, a fin de verificar ta comercializadón de tomate, cebolla (blanca,

amarilla, mor"c''i "oja), chile, repollo, lechuga, pepinQ, plátano, naranja, mekón y otras frutas y

verduras en dts*. rentes variedades, marcas y presentaciones, correspondiente al período entre el

01/09/2023 a la fecha de la inspección.

En razón de lo anterior, en fecha 18/10/2023 se le notificó a la proveedora por medio del acta de

iii.spección general con referencia SM091];/2023 -cuyo original y su respectiva constancia de

notificación se ubican a folios 4 y 5 del expediente-. En el mismo se le solicitó proporcionar;

A. Realizar el conteo físico de las existencias de cada producto por variedad y presentación;

B. Solicitar !a lista de productos por \'ariedad, marca y presentación que comercializa

identificando el país de origen, ei nombre del proveedor que le abastece (nombre, dirección,

teléfono y eoriail), los principales clientes (nombres, dirección, teléfono y email), así como,

e! precio de venta, en la presente fecha y el precio de venta por cada semana, de cada uno de

ios productos dentro del periodo entre el 01 de septiembre de 2023 a ia techa de la inspección

(por variedad, marca y presentación);

G. Solicitar para cada producto por variedad, marca y presentación ia documentación (recibos,

facturas y/o comproban,tes de crédito fiscal) para las compras tocaiés, y/o los DLiCAS de las



irnportaciones (con retaceo incluido) t|ue demuestre e! precio de compra o el costo de
adquisición; así como, fotocopia de!, comprobante de la última compra y fotocopia de un.
comprobante de conipta por semana por cada producto según variedad, marca y

prese,ntac1ón;

D. Para cada producto po.r variedad, marca y presentación, la documentación (recibos, tacturas

y/o comprohantes de crédito fiscal) por las ventas; así como, fotocopia del comprobante de

la última venta y .fotocopia de un comprobante de vento por semana por cada producto según

variedad, marca y presentación;

E. Solicitar el Kardex valorizado de cada producto por variedad, marca, y presentación en digital

formato Excel, editable eorrespondiente al período entre el treinta y uno de agosto de dos mil

veintitrés y la techa de la inspección.

F. Solicitar .la lista de sucursales, oficinas, centros de abasto, bodegas, otros, propiedad del

establecimiento que mcluya: código de identificación, dirección, teléfono, persona contacto,

cargo de la persona contacto, telétbno y email de la persona contacto.

No obstante, la información no fue rem.iti<ia en el plazo otorgado, señalando la denunciante que

con dicha conducta, la proveedora evidenciaba un incumplimiento al aitícuio 7 letra.h) de la LPC, en

el que se establece el deber de colaboración de, los proveedores para el cuíiiplimiento de las funciones

de la Defénsoría del Ceiisumidor —en adelante DC—, ya que no entregó la información requerida

en el plazo establecido, la cual guarda relación con lo estiputado en el artículo 44 letra í) del refe.ridc)

cuerpo leeaL que preceptúa como incumplimiento el negarse a suminisírar información requerida

por la l\'fímoría del Consumidor, infracción que se califica como muy grave.

'IfT"' LNFRACTION ATRIBUIDA V ELEÍVÍENTOS i)K !,A INHEU CdÓN.

Sc2im nC con$i,g,n.ó en el auto de inicio (folios 6-8), a la proveedo,ra de.riuncia.da se le imputó la

coniMOii at infraccícSii rnoy grave prevista ea el. artículo 44 letra f) da la .L.PC, correspondie.nte .a

la conducta de haber negado .ta .i.nlbrmació.0, requerida en cu:nipiim.,ieD,t() de las tune .iones de

mñKmmión, vigilancia e íospeccíón de la Deíe.risoría del Coó.sii.midor. Por lo anterior, este T^ribonal

desarroilará la configuración de la infracción, y su$ elementos.

En prioier lugar, debemos tener claro que el témxino uNegarse» a que hace referencia la ley,

puede entenderse corno la contestación negativa, expresa o tácita a un requeriinieiito, asimismo el

icrnuiio «Obstaculizar» a que iiace referencia la ley, puede ente.nderse como impedir o dificultar la

consecución de un. propósito de la Administración, en ambos casos con el ánimo de ociiítar un

beneficio ilícito,. Partiendo de la anterior premisa, la presente infracción, desarrolla varias conductas

ilícitas, entre las que pueden ineacionarse respecto del supuesto Obstaculizar las funciones de



información, vigilancia e inspección de la Defensoría del Consumidor, o " cuando la proveedora (ii i

no permite el ingreso a los delegados de la Defeusoría del Consumidor al estabiecimiento con el

objetivo de verificar el cuniptaiiiento de las obligaGiones que la LPC le impone; así como en los

casos que 1.a proveedora (ii) entrega de forma extemporánea la información que le ha sido requerida

por los delegados o por la Presidencia de la. Defensoría de! Consumidor; así como en los casos que

la proveedora riii) entrega de forma uu ompleta o negligente la información que -e na sido requerida

por los delegados o por la Presidencia de la Defensoría del Consuiriidor.

Respecto del su.pu.esto "(•■■) Negarse a suministrar datos e información .requerida en

cumpiimiento de tales fiinciones", sucede cuando la proveedora (i) omite entregar la información o
documentación que le ha sido .requerida por los delegados al momento de iá iiispeccion o por la

Presidencia de la Defensoría a iravcs de los oficios que envia con motivo de las alertas generadas por

otras mstituCíones en relación a eiertos productos^ sin ninguna causa que- le justifique; o bien cuando
la proveedora (ii) expresamente se niegue entregar la información o documentación, en cuyo caso

1.a proveedora alegará, los .motivos por los cuales se niega, a teaiizar la entrega de m.formación
.requerida.

Conforme a lo cstablccirlo en el artículo -14 letra D de la L.IR . constituye infracción muy grave;

"Obd-aad'car Ua funciones de información, vígi¿d>h>u i ws/vw ón de la Defensoría del
Consuniuk''', o Negarse a suffíínistrar datos e in/orifiacion requerida en cumplimiento de tales

funciones " (resaltado es propio).

En lo que respecta a esta infracción debe mencionarse que tiene por finalidad piotcgcr ¡os
derechos de los consumidores a fí.n de procurar equilibrio, certeza y seguridad furídica en sus

relaciones con. los proveedores. Consecuentemente, la tutela de los referidos derechos requiere de
herramientas concretas que permitan hacerlos efectivos, tales coino las facultades de verificación y
vigilancia sobre el euiiipliinientiv de dicha norma jurídica. En ese sentido, la ley de la materia prevé
en el artículo 58 letra f) que ta Defensoría del t on^ unidor pueda realizar inspecciones, auditorias y
requerir informacién a los provcedotcs.

En. ese coníc.x.to. la Defensoría del Consumidor puede requerir de los poívecdores la -nq >rmacíón

que se wonsulcrt pcniiitniL. con el nbnio de \c<dutit se e^ia chmpucíhia con ¡a ói v de lonna
garantizar la efcctiv a protección de los derechos de ios consumidores. Por consiguiente, ue acuerdo
a lo establecido en el articulo 7 letra h) de la LPC, es obligacitm de los proveedores "Proporcionar

a la l\'fcfi.wria dd i 'onsumulor la inrbrmaaón que ésta les nqii,eru ptua vumpiir tpaemenit me

.sus funciones".

'  r



t^^iporcionar Uiciia iníbrnuición n hacerlo de manera extemporánea :¿;upüne una diticultad

para que la administración realice las que por ley tiene eooomeiidadas; es decir, con dicha

omisión, se impid& bI efercíGío de unú púti siuJ !<;.últimamente oonierida, lo cua.{,. como consecuencia.

dificiilta la tuiela e^eeíim de ios derechm & intéreses de los constmídoms.

Por ello, la :l.PC en su artículo 44 letra f) ló tipifica como mñmáóñ muy grave: ''ObstaeuUzúr

las funciones de ínformacióri vigikmcía e ínspeccícm de la Defensoria del Lonstimidor, o .Negarse a

sumiñisfmr daím e infarmaciéa requerida en: cumpíimientú de tales funciúnes (resaltado es

propiod

I\. CON reSTAOÓS'mí L4 FROVFEPÓRA OENI NOÁBA. i

Se siguió el procedimiento consignado en el articuio 144-A de la LPi. respetando la garaúna de |

au,diencia y el derecho de defensa de la proveedora Francisca Guevara Santos, pues en rcs^jíucion de

:fe. 6 al 8 se la concedió el plazo de cinco días hábiles contados a partir dei siguiente al. de la

notificación de dicha resolución, para que incorporara por escrito sus argurneiitos de defensa y

presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara conveniente, .la cual íue notificada a la

mism.a en fecha 28/11/2024 (fe. 10).

sir arbaizo a pesar da haber sido notificadf ^ en Ifirma ei micu^ del présenle pn)CLdumenu„

administrativo sancio.nad.or, ha transcurrido el plazo otorgado a la denimciada para comparece''

mediante escrito de C0n.testaei0!i, sin que a la fecha de esta re$0.l.ución. se haya iacorporaOi <

contestación, alguna, por lo cuaL no se controvirtieron los hechos atribuidos al mismo..

Es asi, que, en el estado actual de la sostaneiación del preseote procedimiento, estei.rribunai debe

pronunciarse sobre la condiicta imputada a. la denunciada .sobre la base de la documentación

pruhslona que consta en el expcdieníe de mérito, aún sin ia inrer\crKt<m de !a poseedora

\1 ORAílOA DifLA'PRliEBAllErHC)S PROBADOR

L De conformidad con aiiKulos 146 de la 1 Fl. % Ido na ^ xle la ^ c\ dv. PoR^dimiennc

Administrativos - ■•en adelante I P \ - /.las pruebas oportunas, pe.rti.o.en:tes y condiicerites aportadas
en el procedimiento, serán valoradas conforme a las reglas en ios cuerpos normadvos antes
rrmr^cicnadv^s. para determinar los hechos probados retacionados con la comisión, de ,1a i.n.íracci.on
reculada en el articulo 44 letra ñ vigente al momento que sucedieron Ion hechos- lie la i PC.

J, Al respecto, el artículo 1:46 de la :LPC establece que en los procedimientos ventilados ante este
rriburial serán admiiidos los medios de prueba reconocidos en el derecho común.—en lo que tuere
aplicable con. la naturaieza de este- - y los .medios cícnhíkos idóneos. Asimismo, en el inciso final
del rcfei aíiicidv^ se dispone t(ue las pruebas aportadvis en s prucedru eritos uintr este Iribunal



serán valoradas según ¡as regías de la sana critica, que están basadas en ia lógica interpretativa, las

máximas de la experiencia y los conocimientos científicos idóneos. En el mismo sentido regula la

prueba, el artículo 106 incisos 1" y .3'^ de la Ley de Procedimientos Adrainistrarivos, en adelante LPA.

El artículo 313 clel Código Procesal Civil y Mercantil —en adelante CPCM de aplicación

supletoria en el presente procedimiento según, }o dispuesto en los artículos 1,67 de la LPC y ! 06 inciso

de la L,PA,, señala que la prueba tendrá por objeto las afinn,acion,es expresadas por tas partes sobre

los hechos controvertidos; prueba que debe haber sido obte,nida de forma lícita, estar relacionada con

el objeto de la misma y ser idónea segilii las reglas y criterios razonables. En otras palabras, para que

una prueba sea valorada debe ser oportuna, pertinente y conduce,nte.

Dicho esto, e! artículo 106 inc. 6° de la LP A, dispone: '%os doctmentos formalizados por los

funcUnuirios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los

requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de

estos salvo qMe se acredite lo contrario".

Además, el artículo 341 del, CPCM determina el valor probatorio de les instrumentos, así: "Los

imtrumentm públicos constituirán prueba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas c¡iie

J( cuniefilt"': Je ¡a fecha v¡Hvsomi^ (¡uc ¡nterx tcntn en í t mo^nui, un. oino del rcdticir'o o uncu^-w lo

que lo expide. Los instntmentmprivados hacen prueba plena de su contenido }' otorgantes, ,si no ha

sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Si m quedé demüsírada tras la

impugnación, los instrumentos- se valorarán conforme a las regias de la sana enticai". (resaltado

espropio).

Fi:nalme,nte, el artículo 63 del Reglamento de la L-PC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho

común ai establecer: Las actas medíante las cuales ¡os funcionarios de ia Defensoría hagan constar

las actuaciones qu<. realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y suficiente

su inexactitud otáhídad. El mismo valor probatorio tendrán los informes y otros documentos que

emitan los funcionanoHy empleados de la Defensoría, en el e/erctcio de susjhiicinne.s

Así la,s cosas, este Tribunal valorará la prueba de oonformitlad a los metod.K aceptados en el

ordenamiento jurídico, para posteriomiente detemiinar si en el prcscnie proccdimitnt > se ha,;

configurado la infracción consignada en el articulo 44 letra I) de ía L-PC. por ,negarse a proporcionar

la información requerida en el ejercicio de las tlmciones de información, vigilancia e iruspección de

la Defensoría del Consimiidor.

2. Constan, en el expediente: administrativos los sigunnms niedios de. prueba:

a) Rec}ueri,niiento de Información SM091 1,'2023 (ts. 4->e) de techa 18/10/202,5, por medio

del cual se establece que la Defensoría del Consumidor le solicitó a la proveedora Francisca

? A



Guevara Santos, ia siguiente íiifonDación: .-í) Realizar el comeo tísico de las existencias de

cada producto por variedad y presentación; B) Solicitar la lista de productos por variedad,
marca y presentacióo c|tie cotnercializa identificando el país de origen, el nombre de!

proveedor que le aba$1;ece (nombre, direcciórp teléfono y email), los principales c!ie^le^

(nombres, direccióo., teléfono y email), así como, el precio de venta en la presente fecha v el

precio de venta por cada semana, de cada uno de los productos dentro del periodo entre el i) l

de septiembre de 2023 a la fecha de la inspección (por variedad, matea y presentación): Q

Solicitar para cada producto por variedad, marca, y presentación la docem.entación (recibos,

facturas y/o comprobantes de crédito fiscal) para las compras locales, y/o los DüCAS de las

importaciones (con retaceo incluido) que demuestre el precio de compra, o el costo de

adquisición: así como, fotocopia del comprobante de la última compra y totocopia de un

comprobante de compra, por semana por cada prodacto según variedad, marca y -

presentación: />; Para cada produelo por \ariedad. marca y presenuiciorn la documcmacion

(recibos, fecturas y/o comprobantes de crédito fiscal) por las ventas: así como, íotocr^pia del

comprobante de la última venta y fotocopia de un comprobante de venta, por semana por cada

producto según variedad, marca y presentación.: E) Solicitar et .tíardex valorizado de cada

producto por variedad, marca y presentación en digital tormato Excel editable

correspondiente al período entre el. treinta y uno de agosto de dos mil. veintitrés y la fecha de

la inspección; F) Solicitar la lista de sucursales, oficinas, ce.o:t.ros de abasto, bodegas, otros,

propiedad del establee imiento que incluya: código de identifícacióii, dirección, le le tono,

persona contacto, cargo de la pe.rso.na contacto, tGdono y email de la persona co.oia€to.

.Infooiiación que debía ser presentada en un plazo de diez días hábiles contados a partir del día

.nícuicpJc de la inspección referida. Dicho pla/o venció el día 01/1 1/2023. no obstante, ia pfoveed.o.ra

denunciada hasta la fecha de interposición de la denuncia no remitió la información solicitada por la

Presidencia, sin haber solicitado p.ró.rtoga del plazo de entrega.

Respecto a ¡a documentación, se advierte que la denunciada no desvirtuó la veracidad de la

misma, pues teniendo, la oportunidad procedí mental para ejercer su derecho de defensa, no

cienpareció en el plazo otorgado para ello. En razón de lo anterior se concluye que los citados

documentos, al tener una conexión lógica, con los hechos alegados en ia denuncia, .mantienen ta

certeza, legal, que ■oste.ntan.
.  ,v:vALlSÍS I)iSlaI:oNFlCii:RACIÓN DE L/riNFRAÍTÍoV

.4. (que con base en fo s elementos probatorios antes senaados y en virtud que el presente
proeedimiento administrativo $anc¡o.nador fiic i.nÍcíad.o por la supuesta comisión de la infracción



regulada en. el articuK) 44 letra ñ cié !u f F'f\ por; ' ? J .Veguríe j sumintstrar c ¡}it,'>nnuc¡on'.

relacionada con la obligación de los proveedores, establecida en el artículo 7 letra li) de la mis,ma

ley: "Los proveedores que desarrollen aeUvidades de importación, producción, transformación,

almacenamiento, Transporte^ distribución y comercialización de bienes y prestación de servicios

deberán, para no arriesgar la vida, la salud, la seguridad de las personas y el medio ambiente,

observar las normas legales, reglamentarias o técnicas qm se dictaren sobre ¡a materia, asi como

fácilítar el control, vigilancia e inspección dé las autoridades competentes, tspecialmenle estarán

obligados a: (...) h) Proporcionar a la Defensoria del Consumidor la información que esta les

requiera para cumplir eficientemente sus funciones es preciso entonces ánalizar a la luz de la citada

normativa, si para el case en específico se co:nfi|iira la comisión de ta! infracciÓE por parte de la

denunciada.

La obligación regulada en la letra h) del artículo 7 tie la IJW manda expresamente a lodos f-s

proveedores de bienes y servicios a proporcionar a la Defensoría del Cotisumidor la mformaeión que

ésta requiera para cumplir eficíenteiHen.te .sus funciones, y que su incumplimiento configura la

comisión de la infracción muy grave regulada en el art. 44 .letra f) de la mi.sma ley, con una

consecuencia jurídica estipulada en el art.icuio 47 de la referida norma '—■hasta quinientos salariivs
mínimos rnenruales en la indusuia —.

l o anterior, tiene una estrecha vinculación con la facultad legalmente conferida a la Defensoría

del Consumidor, en el art. 58 de la LPC, específicamente en la lera f) de dicha disposición, que
establece: "La Defensoría tendrá las competencias siguientes: f) Realizar inspecciones, auditorias y
requerir de los proveedores los informes necesar ios para el cumplimiento de sus funcione.v", ya que
en el marco de dicha facultad, se requiere a ios poseedores que presenten intbmiación especifica,
con un fi n 1 nnento determinado para realizar fiinciones que por ley le competen a dicha nuurvicioti ¡

Ahon h vu, dentro de tos .supuestos de con)¡^iün de la ín.íxacción muy grave en c.mcnii- c^t.i
precisamente el de "Negarse" a entregar la. iofonmación ~ -ai que Sv circunscribirá el análisis de la.
presente resolución, per iralstse de la conducta tipo denunciada - •, tjue puede entenO.«.rsc v-onr)
impedir o dificultar la consecución de un propósito de la administración. > sucede en dos escenarios,
cuando: a) entregar, sin ninguna atusa que le Justifiqm ¡a información que le lu sido
requerida, ya sea por los delegad.os al momento de la inspección, o oicn por la Fres'dcncaí de .a
Defensoríá mediante oficios dirigidos a los prrn'ecdores de bienes y servicios en el nsarco de suS
fttnciones, pero que dicha omisión por parte de los proveedorés no ténga una ca.usa ¡liMiucada, ni

i exista una sulicitua por parte del admin'slnidu prcseruada dentro del periodo ou>-Cjdo por la
.Defensoría del .Consumidor para cumplir con el requerimiento—, dé ampliación del p.u/ ^ para la



entrcea Je la documenia^.'^on o üníbniiacii)!) reLfUcrida, va ^ea porque uecesila nías tiempo para

prepararla y/o recabarla, o porque se encuentra, eo, otra dapendeociau otra sede, por gemplo; y Se

niega expresnmente a eñiregar la información o dúcumejtiación, en cuyo caso 1.a proveedora

alegará los motivos por dicha negativa, supü,estD que encaja a! tenor literal de lo dispuesto en la iK^rma

ya c.itada.

Para el caso en concreto., la proveedora 0.0 reni.itíó la información solicitada, ni tampoco consta

prórroga del plazo de entrega.

Ai respecto, se debe niencionar lo dispuesto en el artículo 42 inc, 2'^ del Código Civil, el. cu.a.i

establece: ''Culpa leve (...) es la Jaita de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean

ordmariamente en sus negocios propios (...) '2 .Aunado a lo anterior el mciso 3"' del nusmo artícuio

estipula: ''El que debe administrar un negocio amo un buen padre de familia es responsable de esta

especie de culpa".

Por ello, este Triburial considera que 1.a proveedora F.ra.acisca G-uevara Santos, actuó con.

rh s s a i, en la gestión de su negocio, ya que tiene la obiigación principal de coiabo:rar co.o las

aui iidfocs idmínistrativas -uicíiiyendo a la De.:fcn$oría del Consumidor en el ejercicio de sos

íuAUpne^ kgalincnie aon:feridas-, e:o.t;regando en tiempo y for:i!ia toda d.ocumentaci.ón que le sea

rcquw.s, .í.ua. co.n;fo.rme a Derecho, a efectos de garanli/ar la prDtecció.n. de ios derechos de los

consiirnidores y usuarios, o bien i.nforrnan.d.o si. se e:nGucntra unpcdids de curnpli.r co:q lo requerido o

solicitando o.n.a anipliacíón de plazo para poder cumplir en legal :lx)rn:ia dicha actuación... No obstante,

en el presente expediente no consta que la proveedora haya irrformado a la Defensoria del

Consumidor sobre algún impedimento justificado para presentar la iri:fc):rmacÍDn, por lo que el actuar

neglmcnte la denunciadü m configura inn^ de los supuesto.^ de la mipNion de b mfráCcUm mgiiiada

en e! an. 44 letra !) de la L.PC por no haber atendido al requeri.raiento de Ín;fbrma.ción que estaba

obligado a cumplir, siendo procedente imponer la sanción. con:ft)nrie el art.ícülc> 47 de la misma, ley..

il. .Ahora bien, establecida la conducta ii:ícita, es importante hacer referencia a! tema de

culpabilidad, así:

El principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 de la Constitución que prescribe:

persona a quien se impute un delito., se presumirá inocente rnieotras no se pruebe su.

ciUpabilidad conforme a la ley y en juicio público, en el que se le aseguren todas las ga.ra.ntías

necesarias para su defe.o.sa», disposición que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino además en

ei idm^iistrativo san.ciooad.or (sentencia de Inc, 3-92 Ac, 6-92 de la Sala de lo ConstitucionaL doce

hoi n f.:l 17/12/1992),



Jín este sentido, !a Sala de l>> Coasiilucional respecto al principio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado que «[e]l principio de culpabilidad en: esta materia supone

el destierro de las diversas formas de responsabilidad objetiv i y rescata la operativicíad de dolo y la

culpa como formas de responsabilidad. De igual fomia, reconoce la máxima de una fespoíisabilidad

personal por hechos propios, y de forma correlativa mi deber procesa! de la Administración de

evidenciar este aspecto subjetivo sin tener í|:ue utilizar presunciones legislativas de culpabilidad, es

decir, que se veda la posibilidad de una aplicación automática de las saiiciones úiiicaraente en razón

del resultado producido» (senterícia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte

minutos del 29/04/2()].3).

Cabe destacar que una de la sub-categorías o corolarios del principio de culpabilidad, es ta

résponsabílidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como .$e denomina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica qué la sanción únicamente puede recaer a quien

en forma dolosa o culposa ha participado en los hechos que configuran: una acción ilícita; así io

expone Nieto al referir que -fie ]1 gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre aquellas

[personas] que han participado de fottiia dolosa o culposa en los hechos constitutivos de infracción.

Por lo tanto, no es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo personal con el

actor o la simple titularidad de la, co.sa o aetívidad en cuyo marc:© se frndikc la infracción. la

exigencia de:: individuálizacióii de la sanción supone un veto a la responsabilri.ul objetiva;» [Nieto,

Alejandro, Derecho Administrativo Sancioaador, quinta edición totalmente reformada, Madrid.

Fklitorial Tecnos, p, 329, 20ri].

i- n csie orden. con>bnne al principio de vulpabiluhid solamenrc re^p»iridc c! acln\inutr.ido por sus

actos propios, de este modo. Se repele la posibihdad de construir una responsabilidad objetiva o

basada en la simple relación causal independiente de la voliintad del autor. En congruencia con lo

expuesto, en el Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de cu.pjbdidad, de

tal suene que el elemento indispcnsaole para santumar un actu.ir, es la uctermitueiOn de la

responsabilidad subjetiva (Sente:ncia emitida en el proceso 90-2014 por la SEA, a las crftorce huras

cincuenta y imo minutos del 24/10/2019).

En relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este

Tribunal considera necesario analizar si la misma ha obrado dolosa o cuando: menos culposamente;

es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o negligencia. Por

tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la conílgiiración de las

conductas sancionables.



^iii perjuicio de lo anterior, en ei presente procedimiento no hay elementos suficientes como para

determinar que tal omisión haya sido producida de manera dolosa; no obstante, al ser que la,

proveedora se dedica a la comerciaüzackSn de produetos básicos como verduras, frutas >■ hortalizas, '
teniendo el conocimiento de las consecuencias jurídicas que ésta conlleva, se denota que el actuar de
la proveedora Francisca Guevara Santos, ha sido de manera negligente, al no remitir la intotmaciou ^
requerida por la Defensoría del Consumidor, :

C Ahora bien, este Tribimal considera de suma iniportancia preverar a la proveedora para que
en futuras ocasiones, cuando la Defensoria del Consumidor realice requerimientos de informacum. i
éstos sean atendidos estriotameate dentro del plazo otorgado para ello, o en su defecto solicita*' |
■—siempre dentro del plaito inicial concedido— una prorrcuga para su cumplimiento o exponer laa
cairsales de justo Impedimento, si fuere el caso, que imposibiliten atender a lo requerido, pues de no
hacerlo, podría ser objeto de futuras denuncias ant^, esta scdc

Vil, pa"r.'Uíetrí)s parv la !)f;i i<:R,\iiAAric)>, i>e las\m<:tón

k  Se expuse vO acapUes prcccdenies, .e estaldvcio por paite de proveedora JenuncLiJa
la cooiisiori cié la miraccioii muy grave cuiileuida en el. artículo 44 letra i) de la lo cuai se

sanciona con multa hasta de quinientos salarios mínimos mensuales urbanos en la industria (articulo
47 LPC); por ello, es licuitad de este ^rribunal determiiiar la sanción cuautíficar la multa que
corresponda, a la luz de los parárnetros establecidos en la LPC, su reglamento y la jurispnidencia
aplicable.

Así, el artículo 49 de la LPC establece los criterios para la deterra¡nación de la multa, siendo

c^io^ lamañv) de la empresa, ei impacto en los derechos del consumidor, la naturaiéza del perjiii.cío
alisado o arado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimoni.o de los consimiidores, el grado

Ce inuncnnialidad del iiifractor, el grado de partici|.UG en la acción u oniÍ.sión, cobro indebido

rcaii/vKC) > las círcynsta..nc.ias en que ésta se cometa, se nio sea el caso,

A continuación., se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso:

a. Tam^ú de la empresa.

Según la I e\ ik ro«mcnu\. Protección y Demrrollo de la Xlicrc y Pequeña [mipresa (ley Mynt i

en su artíciito 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: ''Microempresa:

Persona natural o ¡urídíca que opera en los liiversos sectores de la economía, a través de una usiidad

económica con un nivel de ventas hnms ármales hasta 482 salarios mínimos mensuales de nenor

cuantía y hasta 10 trabajadores^ Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica que apera en los
diversos sectores de la economía, a través de una ¡ínidad cconi^mma con un nivel de ventas brutas
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j?7í/t,7/<'v nun ores a 4S2 y hista 4.bl'' sal ano mínimos mensuales de ma\ or euannay con un máximo

de 50 trabajadores ".

A partir del análisis de los documentos que constan en el vx tditnti. 11minisírativo, posible

encajar a la proveedora Francisca Guevara Santos, en mn:g:un„ de Ls .-.(.to jfías antes citadas, por no

contar este Tribunai con la documentación financiera requerida para efectuar dicho cálculo, pese a

haberse solicitado c~rí anterioridad según consta en la resolución de inicio del procedimiento

sancionatorio de nivioo i h >-8). Es decir, en, el presente. procedim,.iento administrativo sancionador

la proveedora i,nfractora ha mostrado una conducta procesa! que evidencia el incú.mplimieflto de su

deber a prestar la colaboración €|ue le es requerida para el buen desarrollo de los procedimientos (art.

17 número 5 de ta LPA), por haber omitido presentar la información solicitada por esta autoridad

sancionadora, a efectos de establecer la capacidad ecorsóttiica que tiene para asumir la multa.

Consecuentemente, este Tribunal.se ve impedido de clasificar a,!a proveedora de confo.rm.idad a

los parámetros del artíciilo 3 de la Ley MYPE. .Pese a lo antes ¡ndicadOs cob. el objeto de cumplir su

obiigación de resolver, de conibrmidad a los principios que rigen e! iiis ptmiéndi, se realizará una

interpretación pro administrado, por lo que, imicamente para los efeGíos de la cuantifícaGión de la

multa, este Tribiinai procederá a eonsiderar a la proveedora, como una Come.rciante Informal,

guardando el equilibrio entre la finalidad disuasoria de la sanción peGuoiaria y el principio de

proporcionalidad de dicha medida.

b. Gradó de mlenciúnaiiáad del infractor.

Este Tribunal considera e.ste eletnettto en el sentido de analizar si la proveedora ha obrado dolosa

0 cuando rnenos culposaniente; es decir, que la transgresión, a la norma haya sido querida o se deba

a iinpriidcacia o negligencia de; pro\evdot. Por tanto, la cvisitncia vie un t)e\o de ̂ ^alpabilLiki

constituye una condición para la configuración de la conducta saneionabie.

En reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido a través d.e sus resoluciones, con.f{)rme a lo;

di.spiiesto en el anicuL dO inciso .segundo de la L PC, que las infracciones administrativas son

sancionables aun a titulo de .simple ncgligcnciá o descuido. En ese orden, del ar>álisis de los liechos

y documentación agregada al expediente, este. Tribunal deterniifió una actuación negligente por pa.rte

; de la proveedora, pues como propietaria del estabiecirniento, es la principal responsable de adoptar

1  las medidas necesarias a efecto de dar ciiraplimlento a las obligaciones que impone la ley de la

'. materia, como lo es el de brindar d.e forma completa y veraz, la iml^rmación que le sea requerida por

autoridad competente, en el cumpliraiento de sus funciones.

Por otra parte. \ de con'bnmdad a \o dispuesto en es artíctiiu 12 inc 2 oel t isligo «. i,il ^^.gui-

el cual: "Culpa leve (...) e.s ia falta de aquella diligencia y cuidado que ío.s hombres emplean
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ordinwiümentg en sus negocios propios así cotno a lo estipulado en ei iüc. o del, .n.iisn.iü

artículQ; "El que debe administrar tm negocio como un buen padre de, familia es responsable de esta

especie de culpa", y a lo señalado en el artículo 947 del Código de o-otriercio, relativo a cjiie: cas

obiigacioms mercantiles deben cumplirse con la diligencia de un buen comerciante en negocio

propio Por lo que, s,q el presente caso, se configura plenamente una conducía negligente, por parte

de la proveedora, por no haber atendido con, la debida diligencia su negocio, mcumpliendo así su

obligación como coinerciante.

Así, en el presente p,rocedimlento se comprobó que la proveedora incumó en la iníracción

regulada en el artículo 44 letra f) de la LPC, actuando con negíigencicp ya que se negó a sutninisírar

en el tiempo estipuladQ para ello, datos e mfonnación requerida por la Defensoría del Consumidor

en cuinplimiento de sus funcione-s de ¡nformación, vigilancia e inspección, con el objetivo de verificar

el cumplimiento de las obligaciones que la ,L,PC le impone, a tía de evitar, e,n perjuicio de los

c()n.sumidores, el desequilibrio en los derechos y obligaciones de las partes.

c. Gmdo de participación m ía acción u omisiótt.

A partir de un examen del presente e.Kpediente administrativo, queda demostrado que el grado

kic p;ir:icip.iLÍiai en la comisión de la iiitracción por parte de k proveedora es directa e individual,

pues se acredito que no remiticS ia información que le tue requerida por la Deierisoría. del Consuinidor

en el tiempo establecido para ello, por tanto la proveedora incumplió la obligación establecida en el

articulo 7 letra h) de la LPC, que'consigna: "(••') hi Proporcionar a la Defensoría del Consumidor

la información que ésta les requiera para cumplir eflcientemente siis junciones'', io cual pudiese

afectar derechos e i,ntereses difusos de los consumidores en razón del bloqueo interno que se registro

enlas vías de comunicacióii terrestre de la República de Guatemala.

d. Impacto en las derechos del comumidor j naturaleza del perjuicio oemiimado.

En. el caso concreto, es pertinente señalar que la infracción administrativa relativa a Obstaculizar

lasfuncu mes Je información, vigilancia e inspección de ia Defensoría del Consumidor, o Negarse a

suministrar datos e mf&rmmión requerida en cumplimiento de tales funciones (resaltado es propio)

■—ariicalo 44 letra f) de la LPC—■, pone en riesgo inminente el derecho a la alimcniación adecuada
de los consumidotés, puesto que, si bien no se configuró un, daño concreto a una ptírsuna en particular,
este Tribunal reafirma que la acción que configura la uiítacción oca.sionó una aíectación directa, sobre
el último eslabón de la cadena de valor del .mercado de alimentos, es decir, los consumidores finales,

porque a! no proporcionar en la forma que le fue requerida la información sobre dictvos productos,
negándose a colaborar con las fimciones de información, vigilancia e inspección que realiza la
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Derensoría del Consumidor, se dificulta evitar el alza de precios, afectando el poder adquisitivo trente

a la necesidad de tales servicios.

y es que, de confi")rmidad a lo establecido ¡aor la Sata de lo Contencioso Administrativo en la

sentencia definitiva de referencia 416-2011, pronunciada a las quince horas con catorce minutos del

día 21/12/2018: "En las inft-accianes de peligro abstracto, el legislador, atendiendo a la experiencia,

advierte una peligrosidad genera! de ¡a acción típica para un determinado bien jurídico, a partir de

una valoración probabillstica, por lo que con la ti¡y¡ñcacíón se dispone adelantar la barrera de

protección sancionando el accionar, sin esperar larealización de un peligro concreto de una persona

determinada o dé la lesim efectiva", la infracéiófi cometida al artículo 44 letra f) de la LPC,

coEStituye una infracción, de peligro ab,stracto.

Ies por ello que este Tribunal reconoce que, ai existir una estrecha relación del deber

consülucional del fissado Salvadoreño de velar por el resguardo a la salud y economía de lo.s

consumidores, y el deber constitucional que tiene lá Defensoría del Consumidor de proteger la salud

de todos los consamidores en el marco para prevenir e I alza i nj ustiflcada y espcc u i ac iones de precios

de los produetos alim.entieios como verduras, frutas y hortalizas ante él bloqueo interno registrado en

las vías de comunicación terrestre de ÍSuaLctnala, se Jebe, en ipli"ic¡on del pnnc'.pi.i de

proporcionaikiad. reali/.ir una ponderación, de la gradualidad d.e la vi nt ficación de la multa

pecuíiiaria acorde con la afcotación ocasionada a los eon.sumído.res.

e. Posible cobro indebido realizado, las circunsíandas en que esta ,se comete y el beneficio que

obtiene el imfractor.

Este parámetro será considerado segíin lo establece la Sala de lo ConstitucioBal en la sentencia

de i,ücon.stitucionaiidá<l de ref. 109-2013 de fecha 14 de enero de 2016, en. la que señala que uno de

lo.s factores de dosimetría puritivii es; O. J el beneficio que, si acaso < 'Hune el infi'actor con el:

hecho {.-on.fu.rme a dio, debemos tener en cuenta el posible hcncñcio juc la froveedora pudo haber

obtenido, al negarse a proporcionar .la infomiación que le fue requerida vti wl marco de las funciones

de inforiBaeióii, vigilancia e inspección de la Defensoría del tkinsiimidor.

Ahora bien, en el presente caso se obsérí'a la concürren.GÍa de sitüaeiones en las que puede

estimarse un posible benefRÍ i ívito generado por la inÍTacción,'pero este resulta.sustantivameete

inferior al daño ocasionado p t 11 mlr tcción. En esta situación., una multa basada estrictamente eji el

be.neficio potencial podría resultar desproporcionadamente baja con relación a ía gravedad del daño

generado por la irifracGión, Y es que, se ha-comprobado que la infracción cometida es capaz de afectar

!a economía y salud de los consumidores.
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Cabe precisar entonces que en el caso cié oiérit.0 la muka a imponer no se tomará en cuenta la
cuantía del posible beneficio ilícito que obtendría la proveedora, en razón de que no remiiió la
información requerida, lo cual resulta difícil calcular el beneficio potenciaImeiite ilícito, en su

deíecto, se optará por calcular la multa sobre la base del daño potencial causado por la comisión, oe

la iníiaccíón.

En otros témiioos, en, el presente caso el posible beneficio.ilícito generado por la iotraccion

podría ser caiciilado a partir de potenciales hallazgos documentados, sin embargo, se ha establecido

a partir de la documeotación remitida por Presidencia, que la proveedora no entregó en. tiempo la

información que le ñie requerida en el ejercicio de las fimcion;.es de vigilancia e inspección, .la

Defensoria del Consumidor, por lo cual este .Iributia! esti.iBa que el daño potencial ocasionad.o en la

vida de tos consumidores es grave y debe ser tomado e.n consideración. co.nio criterio para la

determi.nación de la multa, pues se ha evidaiiciado un quebrantamiento al límite .máximo permit.i.d.o

ai agente icuneauico para competir en beneficio del consumidor.

\ vs qik. la iiscauMcion de las proveedoras se realiza con la tioalkiad de proteger los derechos

de les con^uniiJur^^^ y ü,i>uarios evitando se generen perjuicios eo oootra de ellos, cuya afectación

pcriüdíca la econo.mía. en generai. En ese sentidm se tiene que el Isstado intervieoe informando,

\ igilaudo e inspeccionando, por astricto iruerés público de protección a los. consumidores., los cuales

de oír ^ modo se ven afectados, generándose lambién un perjuicio para todo el sistema de salud y

económico.

/ FmMiMad mmedmía ú mediata perseguida can ia impúsidén de la sanciéñ.

. Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la proveedora denunciada, .Fraiicisca

Guevara Santos, qiir h t nmndo 1 1 iafracción. descrita en el articulo 44 letra f) de la L.PC, con el fin.

de evitar ftituras cordiu onnubidas en. detrimento da los coasumidores y que adopte las medidas

.necesarias a efecto dv i u i. umplimiento a las obligaciones que le irnpone la .LFCh

r .-V meiKsicr sen i m qi v lsIv. 1 ribunaL con la i.mposicióii de lasanción.—multa" , busca prevenir

UiUir^'S incuiiipirmíentos a la I.PC, como el que nos ocupa, máx.ime cuando todo proveedor se

encuentra en la obligación de proporcionar la infbnmación que se le requi.era por parte de la

l)ofenMaua del (..onsumicior: en el cjercicu^ Je sus funcumcs de in.ormacicm \ mnaiKia e mspecvnci,

siuiaciou que no consta acrcdiiada en el présenle ̂ aso, tí fin de salvacuarJai v.1 inteies ccncTU

VllL bElimilm DE LA bAACiON \ Cl A\ IlUCbU ION DF í Wll i I A

I oe íribunal en uso Je la sana enlica arttcufo \A(\ uic. Pdc la I PE > habiendo ctlcmado

una valoración corijunta de k^s criterios establecidos en el. artíciiio 49-de la LPG —desarrollados en

cl apai t id^ « anter um'—, procederá a realizar el cálculo de la multa a imponer a ta infractora Imaneisca
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(luevara Sanios, pues se ha cictcniiinado que éste se negó a suministrar datos e intonnación rcqucrkla

en cumplimiento de las ñiocíones de ínfonmación, vigilancia e inspección de la Defensoría del

Consumidor en relación al artícuío 7 letra h) de la misma normativa.

En tal sentido, liabiendo. coticlüido que la infracción cometida esta tipificada en la LPC como

infracción muy grave; que la proveedora es una persana natural cuva capacidad económica, para

efectos de este prC'CcJirmenio por presunción—, es la de una Comercianie Informal; que en razón

del grado de intencionalidad de la conducta cometida por ta infractora, no se acredito ei dtdu sino

negligencia: que esta contravino las prohibiciones reguladas en Ui i,PE, negándose a suministrar

datos e información requerida en cumplimiento de las ñmciones de infonnación. vigilancia e

inspección de la Defensoría del Consumidor; y finalmente que omitió cumplir su obligación de

remitir la información tributaria y financiera, según lo relacionado en la letra a del romano ¥11.

En !írit.a con lo expuesto, es necesario tcñalar, une el principio de ráEonabilidad establece que

las decisiones Je la autoridad deben adoptarse dentro ,ie los límites de sus taculiades v mam emendo

ta proporción entre lo» niedio-s a emplear > los fincN públicos que Jebe tutelar. En consecuencia, este

Tribunal considera uue en el presente proccdiinienru administrativo saneionador, resulta pcrünente

^  íijar una multa cu} a cuantía resuiui idáncii. nt uosorw r proporaofui! para la cc^nsccneion de los ttnes

constiiucionalmetitc leciiuiios cl'eeiu Ji.suasorio- , previiiierdo así, situach'nc.s cu Jorkis, ia

comisión de las cmiJuctas prohibidas por parte de los sujetos infractoivs resulta mas benc!lcic\sa que

el cümplimiento de la norma misma, lo cual a su vez podría iievar a incumplir ía tinalidad de tutela

de los derechos de iiiícnmación y econótnicos de tos consumidores.

Por consiguiente, y conlbrme al análisis antes expuesto, considerando los p uk gios de

disua,siórí, proporcionalidad y razonabilldad que deben sustentar la imposición de la -anc.on, y de

conformidad con lo reculado en el articuhi 1 numero 7 de la LPA este IribuBuI "san» nuador lia;

decidido imptmcr a la pruveedura seiKíra brunci-scu tiuevard bantos, una niuiui de ólll. NO\ EN 1 A

Y CINCO DÓLARES DE LOS I S I \l)OS LMDOS 01 AMFRK tS 1,(05.00). equivalentes a

tres meses xie salario minimii iner sual .irbano en la iiiJu.stria. ptu !n comisión vie la infracción regulaua

en el artículo 41 erra í) de ía LPC por negarse a sianinistrur datos e información requerida en

cumpliniienio de tas funciones de hiformación. vigilancia e uisp^ccon Js. la Deiens.oía dei

t onsuraidor.

^  l'Stablocido lo anterior, es menester señalar que la multa impuesta representa ei 0.6 ■' .) dentro del
I inaruen máximo estipulado por ley cv>mo consecuencia de la conin.iou de tal mtraccion -qtiiinenios
salarios mínimos mensuales urbanos en la indualria . siendo a juicio de este Tribunal, proporcional
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a la graxedad que comportan ios hechos derumciados según ías circuiistaiiLias v?bjeii\a"=^ y sub'ei'oas
pre Viameote analizadas.

Tx; ^1)ECÍSIÓX

UinU\ sobre la base de lo anteriormente expuesto y con íundamciilo en los artículos IK i4.

10!, inciso 2"' de la Con.stitiicÍDn da la República; 7 letra h), 44 letra 14. 40. 4/. 40, o8 letra tj, So letra

lyy 144 V siguientes de la LP(J; y I 12. 139 y 154 de la LFA. este fríbunal RESl F.LVE:

A. Sanciómse a la proveedora Francisca Guevara Sanios, con la cantidad de Xlli/ N04- LXTA

4 GIXGÜ DOLARES PE LOS ESTADOS IMDOS DF AMÉRICA í$L095J)Í),

equivaientes a tre^ meses de salario jrníiiÍ.ri:io mensua.! urbano en. la .industria"—• L)..Ex. N'" 11) del

07/(37/2021, publicado en el DA). N^í29 Tomo N" 4.32""- en concepto de .multa por la

com¡$ió.o. de la infracción, regulada en el artículo 44 letra :f) de 1.a LPC por negarse a

suministrar datos e Ínft)rnaacÍDn requerida en ciimplirnieiito de .las fiincioiies de inioinuti ̂ n

vigilancia e inspección de la Dtlensona del i onsumidur. ccaifonne al anahsis expuesto en d

nanano VI de !a presente resolución y con fundamento en ias dispsKicioncN légale-,

precitadas.

Dicha multa debe hacerse efectiva en la Dirección General de Tesorería del M.ioi$terio de

Hacienda, deiiiru de ios diéE días hábiles sígiiieiiíes al de la notificación de esta

resoliiciói^ debiendo co.niproba.r a este Tribuiml su cu,rnpii:rnient() dentro del pla/x'^ uisiicado;

caso contrario, la Secretaría de este Tribunai certifiea.rá la preseECe resoIii€.íÓE para sor

remitida a ta Fkealía Genera! de la Repábllca para su ejecución forzosa.

..& Hagase del conúcimiento de los ínterviñientes, en cunipiiniiento al artícuto 1.04 de la LPA,

que la presente resolución, al ser emitida en, un procadi.mieiito simplificado, no admite reeiirso

Je rccousideracióo, de conformidád. con lo expuesto en erartíc.iilo 15.8 N'' 5 de la LPA...

C dotifiquese.

-ó

I eoDrck iTcuri) IViblo José .íóeiaya VfclenJe/ Juan C uto-. Ramiiv-^ i ien/uegos
Presidente PrímerVocal i Segundo vocal

PRtTMAClADA POR LOS MIEMBROS DEL TRIBLNAL SAXCIOXAPOR ¡W L\

DEFLXSORÍA BEL CONSFMlbOR QLE LA SUSCRIBEN.
EI/MIP

Secretario del Tribunal Sancionaclor
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